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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 58/02
CASO 12.275
DENTON AITKEN
(Jamaica)
I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Denton Aitken
Peticionario (s): Saul Lehrfreund (The Death Penalty Project)
Estado: Jamaica

Informe de Fondo Nº: 58/02, publicado el 21 de octubre de 2002

Informe de Admisibilidad: Analizado junto con el Informe de Fondo Nº 58/02
Medidas Cautelares: Otorgada el 4 de diciembre de 2000 
Temas: Deber de Adoptar Medidas y Disposiciones de Derecho Interno / Derecho a la Vida / Pena de Muerte / Derecho a la Integridad Personal / Garantías Judiciales / Protección Judicial / Condiciones de Detención / Tortura, Tratos Crueles, Inhumanos y/o Degradantes / Derecho a la Libertad Personal.
Hechos: Este caso se refiere a Denton Aitken, quien fue condenado y sentenciado a muerte obligatoriamente por ahorcamiento el 31 de octubre de 1997 por homicidio punible de conformidad con la Ley de delitos contra la persona 1864 de Jamaica, enmendado la Ley de delitos contra las personas (enmienda) de 1992. La Ley de delitos contra la persona prescribió la pena de muerte como el único castigo posible para personas condenadas de homicidio punible con pena capital, y para las personas condenadas en la misma ocasión o en diferentes ocasiones por más de un homicidio no punible con pena capital, por lo tanto, una vez que el jurado en el juicio del señor Aitken lo declaró culpable de homicidio punible, la pena de muerte era el único castigo disponible.
Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado era responsable de: a) la violación de los artículos 4(1), 5(1), 5(2) y 8(1) de la Convención con respecto al señor Aitken, junto con violaciones de los artículos 1(1) y 2 de la misma, por sentenciarle a una pena de muerte obligatoria; b) la violación del artículo 4(6) de la Convención con respecto al señor Aitken, junto con violaciones de los artículos 1(1) y 2 de la misma, por no otorgarles un derecho efectivo a solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la sentencia; c) la violación de los artículos 5(1) y 5(2) de la Convención con respecto al señor Aitken, junto con violaciones del artículo 1(1) de la misma, en razón de sus condiciones de detención; y d) la violación de los artículos 8(1) y 25 de la Convención con respecto al señor Aitken, junto con violaciones del artículo 1(1) de la misma, por negarle al señor Aitken acceso a un recurso de inconstitucionalidad para la determinación de sus derechos de conformidad con la legislación interna y la Convención en conexión con el proceso penal en su contra.


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2019

	1. Otorgue al Sr. Aitken una reparación efectiva que incluya la conmutación de la sentencia y una indemnización.
	Cumplimiento parcial sustancial

	2. Adopte las medidas legislativas y de otra índole necesarias para garantizar que no se imponga la pena de muerte en violación de los derechos y libertades consagrados por la Convención, incluidos los artículos 4, 5 y 8.
	Cumplimiento total


	3. Adopte las medidas legislativas y de otra índole necesarias para garantizar la efectividad en Jamaica del derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la sentencia, consagrado en el artículo 4(6) de la Convención.
	Cumplimiento total

	4. Adopte las medidas legislativas y de otra índole necesarias para garantizar que las condiciones en que se encuentra detenido el Sr. Aitken cumplen con las normas de trato humano encomendadas por el artículo  5 de la Convención.
	Cumplimiento total


	5. Adopte las medidas legislativas y de otra índole necesarias para garantizar la efectividad en Jamaica del derecho a una audiencia imparcial, consagrado en el artículo 8(1) de la Convención, y del derecho a la protección judicial, consagrado en el artículo 25 de la misma, en relación con las acciones constitucionales, de conformidad con el análisis de la Comisión en este informe.
	Cumplimiento parcial


III. Actividad Procesal  
1. En 2019, la CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento al Estado el 11 de julio. A la fecha de cierre de este informe, la Comisión no había recibido dicha información del Estado.
2. La CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento a los peticionarios el 11 de julio de 2019. Los peticionarios presentaron dicha información el 27 de septiembre de 2019.
3. El 22 de octubre de 2019 la CIDH convocó a las partes a una Reunión de Trabajo a celebrarse en el marco de su 174° Período de Sesiones. Dicha Reunión tuvo lugar el 13 de noviembre de 2019 en Ecuador y únicamente asistieron los peticionarios. El 12 de noviembre el Estado comunicó a la Comisión  su imposibilidad de atender la reunión solicitada. 

IV. Análisis relativo a la información proporcionada
4. En 2019, el Estado no presentó información en respuesta a la solicitud de la Comisión de información actualizada sobre el cumplimiento. La Comisión observa con preocupación que el Estado no ha presentado información sobre las medidas adoptadas para implementar las recomendaciones contenidas en el Informe de Fondo Nº 58/02 desde el 2015. 
5. La Comisión considera que la información proporcionada por los peticionarios en 2019 es relevante sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe Nº 58/02. 

V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones

6. En relación con la primera recomendación, durante 2019 el Estado no presentó información sobre el cumplimiento de esta recomendación. En 2015, el Estado manifestó que, la sentencia de pena de muerte del señor Aitken fue conmutada a cadena perpetua por el Gobernador General en virtud de la sentencia dictada por el Comité Judicial del Consejo Privado en el caso Pratt & Morgan (1993)
, e indicó que el señor Aitken fue liberado el 16 de mayo de 2014
. El Estado informó que, en virtud de la sentencia en el caso Pratt & Morgan, cualquier caso en el cual el período comprendido entre una sentencia de muerte y la ejecución de dicha condena sea superior a cinco años, la ejecución se presume un castigo inhumano y degradante y por lo tanto, inconsistente con la ley jamaicana. Asimismo, el Estado indicó que consideró como vaga e incoherente la mención hecha por la CIDH en cuanto a otorgar una indemnización a las víctimas, aclarando que el tipo de compensación dependería del objetivo para el cual se otorga, lo cual no habría sido establecido por la Comisión. El Estado expresó que si bien debido a la sentencia del Consejo Privado en el caso Lambert Watson v. Jamaica (2004)
 las leyes fueron reformadas, antes de dicha sentencia la imposición de la pena de muerte en casos como el presente era obligatoria, por lo tanto solo se contemplaría una compensación para las personas sentenciadas a pena de muerte con posterioridad a la mencionada sentencia del Consejo Privado, y que en este caso, la compensación ya había sido cumplida por haber conmutado la pena
.
7. En 2003, los peticionarios informaron que el 9 de julio de 2003 habían recibido confirmación del Gobernador General de Jamaica de que se había conmutado la sentencia de muerte del Sr. Aitken por prisión perpetua, de acuerdo con la decisión del Comité Judicial del Consejo Privado en el caso de Pratt y Morgan
. En 2018, los peticionarios confirmaron que la excarcelación del señor Lamey estaba sujeta a las disposiciones de la Ley de Libertad Condicional de 1978. Señalaron que, en ausencia de que se fijara un plazo fijo cuando su condena a muerte fue conmutada por cadena perpetua, el señor Aitken debería ser elegible para solicitar la libertad condicional una vez que haya cumplido siete años de su cadena perpetua. Los peticionarios señalaron que, considerando que ya había pasado más de 19 años bajo custodia, el señor Aitken ya debía tener derecho a solicitar la libertad condicional. Los peticionarios señalaron que estaban realizando consultas sobre la situación actual del señor Aitken para determinar si ya había sido puesto en libertad. Además, los peticionarios indicaron que, según su conocimiento, el señor Aitken no había recibido ninguna compensación hasta la fecha por la violación que sufrió. Durante 2019, los peticionarios informaron a la CIDH que al señor Aitken le había sido concedida la libertad condicional y que habría sido liberado por el Estado en mayo de 2014.  
8. La Comisión valora positivamente que la sentencia de muerte del señor Aitken ha sido conmutada a cadena perpetua por el Gobernador General de Jamaica y que el mismo fue liberado de la prisión el 16 de mayo de 2014. En relación con el otorgamiento de una indemnización a la víctima, la CIDH recuerda al Estado que, de acuerdo con los principios del derecho internacional, todo incumplimiento de una obligación internacional que ocasione un perjuicio da lugar al deber de repararlo de manera adecuada
. De conformidad con la jurisprudencia del sistema interamericano, las víctimas de violaciones de derechos humanos tienen derecho a percibir una indemnización adecuada por el daño sufrido, la cual debe concretarse en medidas individuales para restituir, indemnizar y rehabilitar a la víctima, así como medidas de satisfacción y garantías de que no se repitan tales actos
. Además, un Estado no puede recurrir a su derecho interno para modificar esta obligación o hacer caso omiso de ella
. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 1 se encuentra parcialmente cumplida de manera sustancial.  

9. Respecto de la tercera recomendación, durante 2019 el Estado no presentó información sobre el cumplimiento de esta recomendación. En 2007, el Estado señaló que la sentencia dictada por el Comité Judicial del Consejo Privado en el caso Neville Lewis v. The Attorney General of Jamaica (2000)
, con respecto a los procedimientos justos y adecuados para el otorgamiento de la gracia ha pasado a formar parte de la legislación jamaicana, y se notifican a las personas las audiencias y la oportunidad de presentar escritos en su defensa. Según el Estado este sistema garantiza eficazmente a las personas condenadas a muerte el derecho a promover la revisión de su sentencia, que puede dar lugar a la conmutación de su pena
. En 2015, el Estado mencionó que de conformidad con la sección 90 de la Constitución de Jamaica, el Gobernador General tiene la potestad para indultar a cualquier persona condenada por cualquier delito, otorgar una prórroga indefinida o por un periodo especifico de la ejecución de una pena o sustituir una sanción por una menos lesiva. En este mismo sentido, especificó que las personas siempre han disfrutado del derecho de recurrir de la condena a pena de muerte, lo cual señaló puede ser observado en el número de casos que se han presentado ante el Comité Judicial del Consejo Privado, que han resultado en la confirmación de la sentencia o en su sustitución por una condena más apropiada
.
10. Durante 2019 los peticionarios dieron cuenta de la evolución judicial que ha existido en la región del Caribe en torno a la pena de muerte. Señalaron que en 2001 el Tribunal de Apelaciones del Caribe Oriental declaró inconstitucional la aplicación automática de la pena de muerte en San Vicente y las Granadinas así como en Santa Lucía tomando como base la naturaleza cruel e inhumana de dicha pena. Señalaron que dicha determinación fue confirmada por el Consejo Privado mediante diversas resoluciones y que, con excepción de Trinidad y Tobago, la pena de muerte obligatoria ha sido abolida de los países anglo-parlantes del Caribe. Los peticionarios informaron a la CIDH que, a partir de dichas decisiones, las jurisdicciones caribeñas han adoptado un test denominado ‘rarest of rare’ que les faculta a decidir de manera discrecional sobre la imposición de la pena de muerte bajo situaciones excepcionales. En su comunicación, los peticionaros hicieron saber que dicho test se sustenta en dos aspectos principales. Por un lado, debe tratarse de un crimen u ofensa particularmente grave y, por el otro, debe aplicarse solo cuando existan dudas serias sobre la posibilidad de reincidencia del infractor o ante la ausencia de otras penas que aseguren el cumplimiento de los fines perseguidos por la norma criminal. A juicio de los peticionarios, dicho estándar supone una fuerte presunción a favor de la vida y su aplicación ha reducido drásticamente la aplicación automática de la pena de muerte en la región del Caribe. 
11. De igual forma, en 2019, los peticionarios informaron que en el año 2001 el Comité Judicial del Consejo Privado, mediante decisión al caso Neville Lewis v Attorney General of Jamaica, compartió el criterio desarrollado por esta Comisión y declaró que los procedimientos de clemencia e indulto debían ser justos y sustentarse sobre la base del debido proceso, así como de las garantías legales existentes en el orden jurídico local. A juicio de los peticionarios, a través de dicha decisión las autoridades del Estado adoptaron un enfoque compatible con las obligaciones asumidas por Jamaica bajo la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por último, los peticionarios informaron a la CIDH que la decisión al caso Neville Lewis es obligatoria para las autoridades de Jamaica, así como los demás países anglo-parlantes del Caribe.  
12. La Comisión toma nota de la información proporcionada por los peticionarios y da cuenta de la similitud que guarda con la información presentada previamente por el Estado. Asimismo, la Comisión valora positivamente que los procedimientos justos y adecuados para solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la sentencia se han convertido en parte de la ley de Jamaica y acoge con satisfacción la información presentada por el Estado con respecto a la revisión progresiva de las sentencias de penas de muerte, lo que ha llevado a la conmutación de la pena en muchos casos. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 3 se encuentra totalmente cumplida.  

13. En relación con la cuarta recomendación, durante 2019 el Estado no aportó información sobre el cumplimiento de esta recomendación. En 2015, el Estado informó que el señor Aitken fue reubicado con la población general de la prisión como resultado de la sentencia en el caso Lambert Watson [2004]
. El Estado indicó que esta decisión condujo a que todas las personas en el corredor de la muerte fueran reubicadas a la población general de la prisión, en espera del resultado de los juicios sobre la adecuación de la sentencia de pena de muerte impuesta previamente de manera obligatoria. El Estado también señaló que el señor Aitken fue liberado el 16 de mayo de 2014. Asimismo, el Estado indicó que generalmente las condiciones de detención cumplen con los estándares de trato humano e igualmente señaló que la Unidad de Inspección del Departamento de Servicios Correccionales realiza un monitoreo continuo de cumplimiento de estos estándares y emita recomendaciones para generar mejoras sistemáticas. El Estado también mencionó las intenciones del Gobierno de construir nuevos centros de detención, de iniciar un proceso de reclasificación para aliviar la sobrepoblación de las prisiones de máxima seguridad
.
14. Durante 2019 los peticionarios manifestaron que las medidas ordenadas en esta recomendación ya no resultaban aplicables en virtud de que el señor Aitken había sido liberado en el año 2014.
15. La Comisión nota de que el señor Aitken fue liberado de prisión el 16 de mayo de 2014 y, por lo tanto, ya no está detenido. Al mismo tiempo, la CIDH valora positivamente la información presentada por el Estado de que todos las personas condenadas a muerte han sido reubicadas con las poblaciones generales en las prisiones y reconoce los esfuerzos de la Unidad de Inspección del Departamento de Servicios Correccionales de realizar un monitoreo continuo de cumplimiento de estos estándares y de emitir recomendaciones para generar mejoras sistemáticas. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 4 se encuentra totalmente cumplida.  

16. Respecto de la quinta recomendación, durante 2019 el Estado no aportó información sobre el cumplimiento de esta recomendación. En 2015, el Estado afirmó que las garantías judiciales y el derecho a la protección judicial están debidamente protegidos de conformidad con las secciones 13 y 16 de la Carta de Derechos y Libertades Fundamentales de Jamaica, los cuales han sido ampliados por la jurisprudencia del Comité Judicial del Consejo Privado de Jamaica y la Corte de Apelación
.
17. En 2019 los peticionarios no presentaron información sobre las medidas adoptadas por parte del Estado para cumplir con esta recomendación.
18. La Comisión nota de que la jurisprudencia del Comité Judicial del Consejo Privado y de la Corte de Apelación de Jamaica ha ampliado el alcance de los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial establecidos en la Carta de Derechos y Libertades Fundamentales de Jamaica. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 5 se encuentra cumplida parcialmente  
VI. Nivel del cumplimiento del caso 
19. Por lo anterior, la Comisión concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando el cumplimiento de las Recomendaciones 1 y 5. 
20. La Comisión invita al Estado a adoptar acciones para cumplir con las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 58/02 y a proporcionar información sobre dichas acciones. 

VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

21. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

Medida de restitución en el ejercicio del derecho

· La sentencia de pena de muerte de Denton Aitken fue conmutada a cadena perpetua por el Gobernador General de Jamaica. 
· Denton Aitken fue liberado de prisión el 16 de mayo de 2014.
B. Resultados estructurales del caso

Medidas de No Repetición 

· Todas las sentencias de muerte impuestas obligatoriamente en virtud de la Ley de delitos contra las personas (enmienda) de 1992 se anularon y cada caso tuvo que ser revisado para determinar la sentencia apropiada que debía imponerse a cada individuo.

· La decisión de 2004 del Comité Judicial del Consejo Privado en Lambert Watson v. Jamaica condujo a que todas las personas en el corredor de la muerte fueran reubicadas a la población general de la prisión, en espera del resultado de los juicios sobre la adecuación de la sentencia de pena de muerte impuesta previamente de manera obligatoria.

· La jurisprudencia del Comité Judicial del Consejo Privado y la Corte de Apelación de Jamaica ha ampliado el alcance de los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial establecidos en la Carta de Derechos y Libertades Fundamentales de Jamaica.

Legislación/Normativa 

· Enmiendas legislativas a la Ley de delitos contra las personas de 1992, la Ley de libertad condicional de 1978, la Ley [de reforma] de la justicia penal de 1978, y la Ley de tribunales para las armas de fuego de 1974, conforme a la Ley (de enmienda) de los delitos contra las personas de 2005 y la Ley (de enmienda) de los delitos contra las personas de 2006, las cuales resultaron en la eliminación de la aplicación obligatoria de la pena de muerte a personas condenadas por homicidio de la legislación jamaicana.

· La sentencia dictada por el Comité Judicial del Consejo Privado en el caso Neville Lewis v. The Attorney General of Jamaica (2000), resultó en que los procedimientos justos y adecuados para el otorgamiento de la gracia ha pasado a formar parte de la legislación jamaicana.
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